Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Industria y Energía comienza el tratamiento del primer punto del orden del día, asuntos 
entrados. 


SEÑORA SECRETARIA.- Los asuntos entrados ya fueron distribuidos y se trata de un Programa Sustentable Redes Amigos de la 
Tierra, Centro Uruguayo de Tecnología. Simplemente es para que quede constancia en el acta de que se recibió este material. 


Otro material refiere a una invitación de la Dirección Comercial del Ministerio de Relaciones Exteriores sobre el Seminario sobre 
Fuentes de Energía Renovables, segunda parte, biodiesel. Esto también ya fue repartido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos al segundo punto, Carpeta N* 1852/05, Consorcio de Exportación, proyecto con fundamentación 
de motivos del señor Senador Ruperto Long, a quien le vamos a pedir que haga una presentación verbal. Asimismo, si de 
antemano no existieran observaciones, le vamos a enviar este proyecto a los señores Ministros de Economía y Finanzas y de 
Industria y Energía, independientemente de lo que luego resuelva la Comisión al respecto. 


En consecuencia, cedemos el uso de la palabra al señor Senador Long. 
SEÑOR LONG.- Muchas gracias, señor Presidente. 


Voy a hacer una breve exposición introductoria porque, por un lado, el proyecto de ley tiene una extensa exposición de motivos, 
una serie de conceptos generales y también se comenta, artículo por artículo, todo lo cual me parece de mucha utilidad para el 
análisis de esta iniciativa. Además, supongo que luego vamos a tener diversas instancias de análisis y comentarios, razón por la 
cual me voy a restringir a algunos aspectos. 


En primer lugar, el motivo por el cual es necesario este tipo de iniciativas está estrechamente vinculado al tamaño de las empresas 
uruguayas. En Uruguay, de unas cien mil unidades productivas -tomando un número redondo, pues siempre se discute si es más o 
menos- dependiendo de la clasificación que se tome, podemos considerar como empresas grandes nada más que una decena o un 
par de decenas. Diría que hay unas doscientas empresas que tienen el tamaño suficiente como para competir por sus propios 
medios y ser jugadoras en el ámbito internacional, ámbito en el cual, dicho sea de paso, los tamaños son realmente muy 
importantes. En algún momento podemos ver el ranking de Naciones Unidas en cuanto a tamaño de economías y comprobar que 
treinta de las cien economías más grandes del mundo no son países sino empresas. Asimismo, muchas empresas de las 
relativamente conocidas -y no me refiero a las más grandes como Exon o General Motors, sino otras mucho más chicas como 
Wallmart que es una cadena de tiendas- son economías muchísimo más grandes que Uruguay, por ejemplo. Viendo ese esquema 
de lo que es el comercio internacional, uno se da cuenta que la inmensa mayoría de las empresas uruguayas difícilmente puedan 
acceder al comercio exterior por sí solas. Cuando decimos la inmensa mayoría, estamos hablando de prácticamente esas cien mil o 
menos de doscientas. A veces algunos héroes, en algunas ocasiones y con empresas muy pequeñas, han logrado exportar, pero 
son casos muy particulares y que para nada constituyen la generalidad. 


Ahora bien, ese tema no es privativo del Uruguay porque hay muchos países en el mundo que tienen una estructura similar y son 
países que han ido tomando acciones en la dirección de favorecer el ingreso de sus empresas al mercado internacional. Uno de los 
instrumentos o medida -reitero uno, pero no el único porque en realidad creo que a lo largo del tiempo deberíamos tomar diversas 
iniciativas complementarias entre sí y algunas de ellas fueron mencionadas acá por la Cámara de Industrias en la visita de la 
sesión pasada- sería el fomento de la asociatividad, es decir, lograr que diversas empresas puedan trabajar en conjunto de cara al 
comercio internacional. Eso lo han aplicado muchos países y el caso más paradigmático es el de Italia y España que han logrado, a 
esta altura, que miles de pequeñas, medianas y micro empresas estén participando en el comercio exterior. Asimismo han 
impulsado leyes desde hace dos o tres décadas, por lo que se ha visto muy claramente el efecto en esta dirección. 


Yendo concretamente a la iniciativa -razón por la cual es necesaria una ley que facilite o impulse la asociación de las empresas- 
digamos que la ley tiende, en primer lugar, a resolver un tema jurídico. Hoy no existe una forma jurídica que le permita a las 
empresas individuales -manteniendo su individualidad- asociarse a los efectos de una serie de operaciones de promoción, de 
ejecución, de tramitación y, en definitiva, de exportación de bienes o servicios producidos por sus integrantes. 


Aquí se define una determinada forma legal que es tomando la de grupo de interés económico, pero estableciendo algunas 
modificaciones a esta forma a efectos de adaptarla a las necesidades de un consorcio de exportación. 


Se establece, por ejemplo, una norma muy importante en el artículo 3%. El artículo 1” aludía a la definición de la forma jurídica a 
adoptar para estos consorcios de exportación que se proponen. Reitero que hay un artículo muy importante y es el 3” que 
establece que los miembros de los consorcios no responderán por las obligaciones contraídas por estos. 


Hay que aclarar que aquí estamos hablando, reitero, de empresas individuales que se asocian pero que mantienen su 
individualidad. Lo que hacen es efectuar una serie de operaciones en forma conjunta, por ejemplo, exportaciones o importaciones 
de insumos que se requieren para esa operación de exportación. También puede ser la contratación de servicios técnicos en forma 
conjunta, la organización de ferias o giras tecnológicas o cualquier evento de promoción o relacionamiento en el ámbito comercial 
en un determinado país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ese artículo se referiría a las obligaciones contraídas por los propios consorcios pero veamos el caso de 
un consorcio que vaya a un banco a sacar un crédito y éste le pide la firma solidaria o incluso la garantía de los miembros del 
consorcio. 


SEÑOR LONG.- Es una opción de los consorciados que van a ir por propia voluntad. 


El tema es que muchas de estas operaciones que efectúan las empresas en conjunto no tiene porqué hacerlas la totalidad de la 
empresa. Supongamos que se decide hacer un embarque a América Central y el consorcio está compuesto por diez empresas, 
pero a ese destino y en ese momento sólo exportan cuatro. Obviamente, esas cuatro son las que van a tener que responder. 
Primero va a tener que responder el consorcio, por supuesto, y partamos de la base de que no está previsto que sea una figura que 
tenga grandes bienes, sí tendrá su oficina, algún equipamiento y algún capital de giro, pero siempre relativamente pequeño. 


En consecuencia, cada una de las empresas participantes en esa operación asumirá la responsabilidad, firmará las garantías o lo 
que corresponda dependiendo de lo que se trate, pero no el total. Si así fuera se volvería algo impracticable y tendrían que ser 
todas empresas muy similares entre sí, que exportaran las mismas cantidades y a los mismos destinos. De esta manera, en 
principio, la responsabilidad estaría solamente en el consorcio de exportación. Dependiendo de la operación de que se trate, se 
complementarán esas garantías si es que son requeridas. 


Luego hay algunas disposiciones relativas a que efectivamente eso sea un consorcio y no algo ficticio, es decir, evitar el control por 
parte de un miembro, que haya un cierto equilibrio entre los integrantes, que sean empresas que tengan alguna relación de tamaño 
entre sí y que no sea una única empresa que formó algunas otras de fachada para constituir este consorcio. 


Posteriormente, en el artículo 11 se establece que los consorcios deberán registrarse a los efectos vinculados a esta ley en el 
Ministerio de Economía y Finanzas y que la Dirección Nacional de Comercio será la encargada de dar dichos controles en todo lo 
que tenga que ver con la ley y con el registro de Consorcios de Exportación. 


Se establece una norma un poco genérica, el artículo 10, que establece que el Poder Ejecutivo promoverá la constitución y 
desarrollo de los consorcios de exportación y adoptará las medidas necesarias para que los Ministerios con competencia en las 
materias relacionadas con el objeto de dicho consorcio le presten la máxima colaboración y las mayores facilidades para el 
cumplimiento de sus cometidos. El Ejecutivo establecerá la naturaleza y alcance de dichas medidas dentro del plazo de 60 días de 
la entrada en vigencia de la presente ley. Esto se refiere a lo siguiente. Se dice que eso se puede extender hasta cinco años más y, 
a su vez, más adelante, en el artículo 13, se establece una serie de condiciones para no perder esa posibilidad. Quiere decir que 
aquí se está haciendo referencia a consorcios que efectivamente realicen exportaciones, pues de lo contrario pierden ese beneficio. 


El proyecto de ley tiende a resolver el tema jurídico, establece mecanismos para el registro de los consorcios, fija algunas 
características que tienen que tener las empresas que los constituyan y la relación entre las empresas. También establece en su 
artículo 12 -que ahora vamos a mencionar- algunos beneficios. 


De todos modos, la filosofía de todo esto es que supone una pequeña ayuda, un pequeño andador para que un reclamo de larga 
data de algunas empresas pueda tener un camino, pero entendemos que es algo debe formar parte de la política del Poder 
Ejecutivo en cuanto al estímulo a las exportaciones. En ese sentido, acoto simplemente que he tenido una primera charla con el 
señor Ministro de Economía y Finanzas -por supuesto que tendrá que estudiar el proyecto de ley con detenimiento- quien comparte 
totalmente la filosofía y concepto general que está detrás de esto. 

Entonces, fuera de las disposiciones más sustanciales que podamos establecer por ley, lo que han hecho los países que han 
impulsado activamente los consorcios es que además de eso han sumado una cantidad de otras medidas que tienen que ver con la 
acción de la Cancillería y de los Ministerios de Economía y Finanzas, de Industria y Energía y de Ganadería, Agricultura y Pesca - 
en el caso de nuestro país- y que son ya de tipo reglamentario. Por lo tanto, partimos de la base de que esto está dentro de ese 
concepto general y que el Poder Ejecutivo de nuestro país quiere impulsar ese tipo de medidas, pero que, obviamente, no 
corresponde se establezcan por ley. 


De todos modos, para que esto funcionara debidamente, sí sería esta la ocasión para sacar algunas cosas -después se podrá 
ampliar con el tiempo- algunas pequeñas resoluciones -o no tan pequeñas- que en la práctica puedan tener que ver. Por ejemplo, 
disposiciones relacionadas con la acción del Ministerio de Relaciones Exteriores en relación a giras tecnológicas o participación en 
ferias en el exterior en las cuales la participación de los consorcios de exportación sea promovida de alguna manera. 


Finalmente, se establece en concreto en el segundo párrafo -voy a saltear un instante el primero- una exoneración muy concreta 
que es eximir a los consorcios de exportación del pago de los aportes patronales de seguridad social correspondiente a un número 
máximo de cinco empleados por consorcio, por hasta un sueldo mensual equivalente a 100 Unidades Reajustables, para cada 
empleado. O sea que es una medida que tiende a que se puedan constituir estos consorcios, que tengan un mínimo de personal y 
alguna exoneración. Por supuesto que este no es un factor decisivo para el éxito, pero ayuda a estimularlo. 


En la misma línea -ahora sí en el párrafo primero- se establece que quedarán exonerados por un período de tres años contados a 
partir de la fecha de su inscripción en el Registro a que se refiere el artículo anterior, de todo tributo nacional creado o a crearse, 
aun de aquellos en que por ley se requiera exoneración específica. Se dice que eso se puede extender hasta cinco años más y, a 
su vez, más adelante, en el artículo 13, se establece una serie de condiciones para no perder esa posibilidad. Quiere decir que aquí 
se está haciendo referencia a consorcios que, efectivamente, realicen exportaciones pues, de lo contrario, pierden ese beneficio. 


Ahora bien, esto que parece, en principio, tan significativo, está muy relativizado por una serie de consideraciones. Ante todo, se 
establece a continuación, en el párrafo segundo, que dicha exoneración no alcanza a los tributos sobre la importación o exportación 
que se generen en ocasión de las mismas ni, por supuesto, a las contribuciones de la Seguridad Social; tampoco a las prestaciones 
legales de carácter pecuniario establecidas a favor de personas de Derecho Público no estatales de Seguridad Social. Además, hay 
que recordar la propia naturaleza de estos consorcios de exportación que, como es sabido, prácticamente no tienen patrimonio y, si 
lo tienen, es muy pequeño, es decir, estaría integrado, básicamente, por bienes de oficina u otro tipo de cosas porque, reitero, se 
trata de empresas individuales que se asocian a algunas operaciones. Obviamente, aquí no se trata de un tema de patrimonio ni de 
rentas. Lo que puede generar el consorcio es su renta propia de alguna operación de compra-venta, pero la renta se transfiere a las 
empresas participantes de la misma, que para ello se asocian. De modo que acá no hay -reitero- disminución del Impuesto al 
Patrimonio ni del Impuesto a la Renta, que son los más sustanciales -sobre todo, el último- salvo, eventualmente, en una medida 
muy pequeña. Sí puede haber alguna exoneración como, por ejemplo, del Impuesto a las Comisiones, que rige las operaciones 
transaccionales, o de algún otro que podríamos llamar de los más pequeños. 


Quiere decir que allí hay algún pequeño incentivo, aunque no se trata de un incentivo fiscal realmente fuerte. Lo aclaro porque, de 
pronto, de una lectura rápida de la redacción puede surgir que la empresa queda exonerada de todo impuesto, y así se daría una 


impresión equivocada. Me parece, sí, que hay unas pequeñas ayudas para facilitar y estimular esa sociatividad durante tres años, y 
que se conservan en la medida en que se realicen las exportaciones, es decir, si ellas no se realizan, se pierden esas ventajas. Y el 
rol que tendría la Dirección de Comercio del Ministerio de Economía y Finanzas sería, justamente, verificar que las operaciones se 
cumplan, que se mantenga el rol de consorcio de exportación y que no haya ningún otro elemento encubierto, que podría existir, a 
pesar de que -reitero- la propia ley trata de evitar que exista algún otro tipo de manejo en todo esto. 


Obviamente, en el Uruguay no hay ninguna experiencia de consorcio de exportación porque no existe la forma legal, pero sí ha 
habido una serie de operaciones que podemos llamar informales, algunas de las cuales han sido recogidas en el libro del contador 
Antonio Maeso sobre consorcios de exportación; así, podemos mencionar algunas asociaciones de vinos, otras en el campo de la 
marroquinería y, en nuestro caso, desde el LATU colaboramos bastante con este tipo de organizaciones para exportar a un mismo 
país. El común denominador varía, es decir, algunos consorcios se conforman por una similitud en el giro de la operación, otros por 
una similitud de destinos y otros, por ejemplo, porque tienen un problema en común, que puede ser de tipo técnico, promocional, 
etcétera. Pero lo concreto es que en nuestro país ha habido algunas experiencias en esta materia, si bien no han sido demasiado 
numerosas. De cualquier manera, creo que si esto se aprueba, de inmediato aparecerán unos cuantos casos bien interesantes. 
Aclaro que tampoco creo que el número de consorcios de exportación sea de una magnitud tal que vaya a desbordar a la Dirección 
Nacional de Comercio; en mi opinión, serán algunas decenas -ojalá sean más- pero, en definitiva, mi impresión es que todos los 
actores tendrán la oportunidad de realizar una cierta curva de aprendizaje. O sea, va a haber enseguida consorcios -lo cual será 
bueno, porque para eso se estableció la disposición legal- pero no creo que haya un alud. Ojalá existiera ese alud -considerando el 
comentario realizado por el señor Presidente- porque eso sería bueno para la economía del país, dado que mostraría que hay una 
cantidad de empresarios con ganas de hacer cosas, de asociarse y de salir al exterior. Sin embargo, lo más probable, reitero, es 
que haya tiempo para una curva de aprendizaje, y aquí lo importante es que la ley -cualquiera sea su redacción definitiva- canalice 
ese flujo que ya existe hoy en día y que, de alguna forma, lo estamos desperdiciando. Luego podremos ir haciendo ajustes, 
mejorando todo esto, por vía reglamentaria o, si es necesario, a través de alguna otra disposición legal, a medida que el Uruguay 
vaya viviendo su propia experiencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay un Senador y una Senadora anotados para hacer uso de la palabra; además, tengo una cantidad de 
preguntas para formular. Quiere decir que el proyecto ya ha despertado interés. 


Tiene la palabra el señor Senador Saravia. 


SEÑOR SARAVIA.- A los efectos de aportar al debate sobre este tema, quiero decir que, en mi opinión, el consorcio de exportación 
constituye una herramienta formidable. Puede ser una muy buena herramienta para el futuro y, además, puede generar un 
desarrollo importante en el ámbito de las pequeñas empresas. 


Sin embargo, luego de hacer un pequeño análisis, en el marco de la legislación comparada -considerando los consorcios 
españoles, el de Santa Cruz de la Sierra y el santafecino- confieso que me han surgido algunas dudas que me gustaría compartir 
con el señor Senador, como un aporte más al propio Ministerio de Economía y Finanzas, independientemente del hecho de que el 
proyecto irá a dicho Ministerio y volverá con el informe correspondiente. 


Si bien en la Exposición de Motivos se hace hincapié en el beneficio a las pequeñas y medianas empresas, el proyecto de ley no 
especifica claramente si en realidad es para las pequeñas y medianas empresas. Por ejemplo, en las leyes provinciales 
santafecinas, en lo que refiere a los consorcios, se dice expresamente -en el artículo 2”- que los consorcios y cooperativas de 
exportación deben estar integrados por pequeñas y medianas empresas conforme a ciertas modalidades, que luego se detallan. 
Sin embargo, veo que en el proyecto de ley este tema se trata de una manera muy general. Aclaro que esto es una inquietud y no 
un cuestionamiento al proyecto, porque realmente comparto el espíritu del mismo. 


Otra cuestión que me genera dudas es que tampoco se hace referencia a un ámbito de aplicación de empresas uruguayas o 
extranjeras. Eso implica que, como instrumento a utilizar, puede quedar libremente a disposición de grandes empresas que -dada 
su potencialidad económica- consorcien mucho más que las pequeñas empresas beneficiarias y así, de repente, terminarían 
logrando exoneraciones grandes empresas. Esta es otra preocupación que me gustaría trasladar. Y por esto se sugiere que -tal 
como lo han hecho las legislaciones española, italiana, chilena y santafecina, según los datos de que disponemos- se establezca 
especificamente que se alude a pequeñas y medianas empresas instaladas y constituidas en el territorio uruguayo. Eso mismo 
surge de la legislación comparada santafecina y los consorcios de Santa Cruz de la Sierra; a su vez, tengo aquí otro documento del 
consorcio de exportación español en el que también se hace una mención específica. 


Por otro lado, también en la Exposición de Motivos se atribuye al consorcio de exportación una serie de actividades que, por su 
naturaleza, parece insumir altos costos. Se dice, concretamente, que el consorcio podrá instalar oficinas dotadas de los medios 
técnicos y humanos necesarios para establecer y mantener relaciones comerciales con los grandes centros internacionales de 
demanda, todo lo cual coadyuvaría a la realización de estudios e investigaciones de mercado en el exterior, la organización de 
viajes, programas de negocios, la atención de los empresarios que nos visitan, la formulación de cotización de productos y servicios 
en el exterior, la visita a ferias internacionales, la elaboración de catálogos y el mantenimiento de una presencia constante en 
Internet. En lo personal, me pregunto cómo podrían las pequeñas y medianas empresas costear esas actividades, cuando la 
intención de integrar el consorcio es el abaratamiento de los costos. Entonces, sugerimos que se precise en el texto de la ley el 
acotamiento de tales actividades, para el caso de que los frutos del consorcio así lo permitan. 


Otra duda que queremos plantear y que surge de un primer análisis del texto, tiene que ver con lo siguiente. En el artículo 7* del 
proyecto de ley se expresa que los consorcios podrían actuar en otra forma en sus relaciones externas, como intermediarios 
comerciales por cuenta propia. No queda muy clara la aplicación práctica de esa posibilidad, máxime teniendo en cuenta que 
actuarán bajo la forma de SRL, sin que los miembros integrantes sean responsables por la obligación contraída por el consorcio, de 
forma tal que al asumir algún tipo de responsabilidad en esa intermediación, a la otra parte no se le garantiza la ejecución de tal 
negocio. Es materia discutible este abanico de posibilidades en la actuación. 


Estos son algunos aportes -aclaro que no son cuestionamientos- que queríamos hacer, en una primera visión del proyecto de ley, 
luego de haber consultado material obtenido a través de Internet y de otras fuentes, sobre legislación comparada, no sólo en 
Latinoamérica, sino también en Europa. 


SEÑOR BRAUSE.- Si se me permite, sugeriría poder formular las preguntas que cada uno tenga, de manera que el proponente 
pueda responderlas por su orden. 


SEÑORA DALMÁS.- Por mi parte, no voy a entrar en el debate del tema sino que, simplemente, haré algunas apreciaciones. 


La primera de ellas es que, a mi entender, ha habido experiencias -por lo menos, conozco algunas- de intento de consorciarse sin 
un marco legal adecuado para esas actividades concretas de exportación, fundamentalmente, en lo que hace a presentación en 
exposiciones internacionales o gestiones de divulgación internacional. Según mi conocimiento, lo que ha habido no ha sido tanto 
una falta de marco legal, sino una falta de cultura asociativa. Consideremos el caso de los vitivinicultores, por ejemplo. En algunas 
conversaciones que hemos tenido, me han comentado la dificultad que existe muchas veces por una actitud de desconfianza en 
una gestión muy individual, de cada uno; precisamente, esto genera desconfianza -como decía- de que la asociación traiga consigo 
beneficios. Ese es un problema cultural; me refiero a la dificultad de asociarse para cosas colectivas sin perder, a su vez, la 
individualidad de la empresa. Entonces, pienso que este proyecto puede ser un instrumento de promoción de esa cultura, pero no 
pensemos -como decía el señor Senador Long- que por sí va a generar un alud de consorcios de exportación. 


Por otro lado, el señor Senador Saravia planteaba algo que es lógico. Es necesario asegurarse que este instrumento esté dado 
para pequeñas y medianas empresas nacionales exclusivamente. Por supuesto que esto es pensar en voz alta, es decir, no es una 
posición definitiva. Por el tipo de actividades que se quiere facilitar a través de la ley -que no son las de la producción de cada 
empresa, sino que estamos hablando de una tarea específica hacia necesidades comunes y fundamentalmente hacia todo lo que 
facilite la posibilidad de encontrar mercados y exportar- se me ocurre que, de repente, en un consorcio, una empresa de otra 
envergadura que tuviera cierto nivel de conocimiento podría servir de locomotora para otras empresas de mucho menor porte, de 
manera que ambas, puestas en una vidriera común, pudieran acceder a mayores mercados. En realidad, planteo esto como una 
pregunta. O sea, no sé si esto es exclusivamente para asociar a empresas de igual porte -y, por tanto, poco conocidas o con 
dificultades- o si podría haber alguna otra de mayor importancia que tenga más experiencia internacional o que esté inserta en 
algún mercado y que, por ello -reitero- pudiera servir de locomotora del consorcio y, de esa manera, beneficiar a las demás. 


Simplemente relativizo, para pensar la idea. No quiere decir que esto sea definitivo. 


SEÑOR BRAUSE.- En primer lugar, debo comentar que el propósito que persigue el proyecto es muy compartible. No cabe duda 
que todos compartimos el propósito de que el país se abra al comercio exterior y dentro de esa apertura que persigue el propósito 
de la libertad comercial predomine la exportación de sus bienes y servicios. 


Compartiendo sus propósitos, se me presentan algunas interrogantes en particular que quiero compartir con los señores Senadores 
y sobre con el señor Senador Long a los efectos de conocer, si es posible, una respuesta. 


En primer lugar, en cuanto al apoyo institucional. Tratándose de consorcios que pretenden reunir a pequeñas y medianas 
empresas, el apoyo institucional es muy importante, sobre todo aquel que proviene del Poder Ejecutivo, lo cual no quiere decir que 
no tengamos en cuenta apoyos institucionales de la actividad privada, que también pueden existir. Pero como Legisladores 
principalmente tenemos que pensar en el apoyo institucional del Poder Ejecutivo que, según se dice en el artículo 10, "Promoverá 
la constitución y desarrollo de los consorcios y adoptará las medidas necesarias para que los Ministerios", etcétera. 


No me queda claro cuáles pueden ser esas medidas de apoyo, más allá de la expresión programática del artículo. Me parece que 
en esa materia la ley debería orientar al reglamentador para que se tenga por parte de los interesados una idea más precisa y en 
abstracto de cuáles son esas medidas. 


También es una medida de apoyo la que se persigue por la vía de las exoneraciones tributarias, de lo que no cabe ninguna duda. 
En general, es uno de los principales instrumentos que tiene el Poder Ejecutivo, a través de la ley, para promover actividades, más 
allá de que la decisión del empresario sobre tomar determinada iniciativa o en qué lugar poner la exoneración o el incentivo 
tributario -que nunca está puesto en primer lugar sino que ocupa el tercero o el cuarto- sigue siendo importante. 


Tratándose de exoneraciones, el primer comentario de índole formal que tengo que hacer es que esto requiere iniciativa del Poder 
Ejecutivo. Así lo exige la Constitución de la República. Todo lo que signifique una exoneración de índole tributaria requiere su 
iniciativa. 


En cuanto al incentivo o estímulo tributario, desde el punto de vista de su contenido, me parece que la ley tendría que ser más 
específica y no decir solamente que queda exonerado de todo tributo nacional creado o a crearse, porque tratándose de una 
iniciativa que persigue el estímulo a las exportaciones, me da la impresión que el principal estímulo estaría radicado en aquellos 
tributos que afectan la importación o exportación, que los hay. Si bien no representan en general para el Estado un porcentaje 
importante, sí lo son para el o los particulares que a través de un consorcio pretenden exportar bienes y servicios. Yo veo que aquí 
el proyecto expresamente no alcanza la exoneración de los tributos que gravan la importación o la exportación. Sí comprendo en 
cuanto a no exonerar de las contribuciones especiales de seguridad social en cuanto, me imagino que estos consorcios no van a 
tener muchos hechos generadores en la materia, ya que van a tener pocos empleados. Pero en materia de seguridad social 
tenemos un agujero ya demasiado grande como para estar perforándolo más. Los señores Senadores saben que sobre el Producto 
Bruto nacional, el IVA, que es el principal tributo que recauda, significa el 8% y las transferencias a la seguridad social se llevan el 
7%. De manera que en esta materia hay que ser muy cauto, por lo que coincido con el proyecto. 


Para terminar, señor Presidente, pienso que si bien el apoyo institucional del Poder Ejecutivo a que me referí es importante, 
también se debería hacer referencia a apoyos institucionales de índole privado, que sé existen. El señor Senador Long habló de 
héroes pequeños que logran exportar bienes y servicios. Y vaya si los hay, por ejemplo, en materia informática. Y son pequeños 
empresarios que se distinguen en el exterior exportando servicios y bienes. Me consta que algunos de esos empresarios que son 
muy importantes están reunidos en instituciones privadas que a través de una red de contactos internacional los apoyan y les dan 
estímulos, no de inversiones de capital, sino de prestaciones de servicios a través de esas redes internacionales de contactos. Eso 
debería merecer el apoyo institucional de este proyecto. Ahí estaríamos pensando en el estímulo a estas organizaciones privadas 
que persiguen el mismo loable propósito, dentro de la limitación de sus posibilidades, que este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Anuncio que tengo que retirarme a las 12 y 15. En todo caso, si la exposición no se termina, seguiremos 
en la próxima sesión. De cualquier manera, ya ordenamos el envío del proyecto a los Ministerios de Economía y Finanzas y de 
Industria y Energía. 


Mis inquietudes las voy a plantear en forma telegráfica. 


Primero, me gustaría ver el escenario actual y el futuro con este proyecto. Creo que hoy no hay un instrumento específico como 
este pero sí algunos instrumentos legales y algunos aspectos -como mencionaba la señora Senadora Dalmás- de cultura asociativa 
en los que deberíamos poner especial hincapié para que este no termine siendo un proyecto más. Si la cultura asociativa, más que 
no hay instrumentos, no ha hecho explotar algún día ese espíritu emprendedor exportador del Uruguay, tratemos que este proyecto 
como instrumento tenga que ver con ese aspecto asociativo. 


Segundo, las exoneraciones tienen que venir con iniciativa del Poder Ejecutivo. 


Yo establecería algo puntual y para las pequeñas y medianas empresas. Haría el proyecto para todas las empresas que se quieran 
asociar y el estímulo lo daría para las pequeñas y medianas empresas, de tal manera que si algunas empresas grandes quisieran 
consorciarse lo pudieran hacer, pero el estímulo fuera para tratar de empujar esa cultura asociativa de miles de pequeñas 
empresas que asociadas tendrían escala y volumen para exportar. 


El tema de los tres años hay que verlo. No podemos hacer que se cree un consorcio cada tres años. Habría que establecer algún 
elemento -incluso en esa exoneración cuando venga- para evitar que los mismos componentes hagan un consorcio cada tanto. 


Habría que incluir un capítulo o alguna referencia sobre la disolución del consorcio y de la salida de algún consorciante. Podría 
decir que los aspectos de disolución o de salida están referidos a una figura jurídica que podría ser, por ejemplo, una sociedad de 
responsabilidad limitada. No digo ponerlas todas, pero no podría quedar en duda, al disolverse el consorcio, de qué manera se van 
a tratar los pocos bienes que existan. Tiene que incluirse algo acerca de los derechos de la minoría, porque un 60% ó un 70% 
puede empezar a usar el consorcio de una manera y la minoría debería estar informada por lo menos de algo de lo que sucede. 


¿Qué pasa cuando una empresa extranjera quiere consorciarse con empresas uruguayas y ella aportar el mercado, incluso, 
haciendo algo de lo que acaba de decir la señora Senadora Dalmás, de ser una locomotora? O sea, ¿qué pasa si una empresa 
dice que junta una cantidad de pequeños empresarios y estos le exigen que también entre, porque si no no están seguros de las 
inversiones que hagan en sus empresas para venderlas al consorcio para que éste exporte? Tendría que haber algún mecanismo 
que generara alguna dificultad pero que permita que pudiera haber excepcionalidades habilitadas por la Dirección Nacional de 
Comercio que servirían frente a determinadas circunstancias, aunque no tuvieran los incentivos financieros. Estoy pensando, por 
ejemplo, en su doble condición, que Conaprole proponga que se junten todos para exportar y entrar a México con una sola marca 
porque de lo contrario no tienen escala, o que venga una empresa mexicana -porque existe del Tratado de Libre Comercio- a armar 
algo con los empresarios chicos y exportar para México. 


Pienso que habría que estudiar un poco el artículo 1*. 


¿Qué sucede si el consorcio tiene algún elemento de fabricación o de packing, o sea, si ciertos productos terminan empacándose 
en una instalación, aunque no sea muy sofisticada del propio consorcio? Porque el proyecto dice "facilitar, promover, preparar," 
-'preparar' podría servir- "celebrar, ejecutar o tramitar la exportación de bienes o servicios producidos". Pero puede haber algún 
eslabón de la cadena que lo tengan que hacer en conjunto porque la máquina que se compra es una y no se puede rotar y 
entonces tendría que ponerse en el consorcio y todos mandar la materia prima a ahí, o se le pone en una de las empresas pero es 
una máquina del consorcio comprada por sus integrantes. 


SEÑORA DALMÁS.- O se forma una empresa para el "packing", que forma parte del consorcio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizá después leyendo con lupa el proyecto algunas cosas se aclaran. Incluso, el artículo 1? podría 
contemplar algo de lo que estamos diciendo. 


Otro tema a estudiar es el de la marca. Si el consorcio se disuelve, lo que tiene mayor valor es la marca, y después de un esfuerzo 
común, no podría terminar quedándosela el 51% contra el 49%, independientemente de que hagan una especie de compensación. 
Al respecto tendríamos que estudiarlo más, porque es algo que puede tener el consorcio como de verdadero valor, aparte de las 
computadoras y las instalaciones. Habría que ver si aparte de que alguien se la queda y deba pagar algo, no tiene que darle a los 
otros un "royalty", ya que la construyeron en conjunto. 


La última duda, aunque el tema es discutible, es qué sucede cuando en un consorcio participa el Estado, las empresas públicas. 
Habría que ver la ley, pero me pregunto si vedamos a las empresas públicas. 


SEÑORA DALMÁS.- Pequeñas y medianas no son. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien. A las pequeñas y medianas empresas les doy las exoneraciones o los estímulos tributarios. Si 
viene una empresa y se asocia con Antel para exportar telefonía celular, ¿puede hacerlo o no? Quizá haya que elaborar una ley 
expresa. Quizá la sacamos después que lo vemos. Si mañana UTE, con sus bosques, con su sistema de gestión... 


SEÑOR LONG.- De hecho se ha realizado en forma sui generis. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto que no estoy diciendo que sea su principal rubro, pero pienso que hay que verlo porque hay 
aspectos jurídicos, como el artículo 188 de la Constitución. Tampoco uno quiere abrir la canilla, que fue lo que pasó en parte en 
Buenos Aires, donde no había ningún tipo de control sobre las empresas públicas. Por supuesto que esas actividades deberían 
contar con la aprobación del Poder Ejecutivo. 


Mi sensación es que puede haber alguna empresa que tenga más capital, que sea más grande, que sea la locomotora y que 
necesite a todas las chicas, y que aunque no estén los incentivos fiscales, sí está el incentivo de esa cultura asociativa. Por eso 
hago hincapié en lo que decía la señora Senadora. 


Todas las leyes son perfectibles. Quizá haya que arrancar con este proyecto, introduciéndole algunas correcciones y después ver, 
en la práctica, cómo funciona. Si nos pasamos años previendo todas las opciones, la ley no va a estar. Lo que hago en este primer 
intercambio es poner encima de la mesa algunos aspectos que junto con los que planteen los otros Senadores van a dar para 
pensar. 


SEÑOR LONG.- Lo primero que quiero agradecer es el interés y la preocupación de todos los colegas que ya en este primer paneo 
de opiniones plantearon una cantidad de sugerencias, inquietudes y preocupaciones muy interesantes, lo que me parece magnífico 
y me da una gran satisfacción. 


Tal como había comentado fuera de la reunión, tomemos este proyecto como una iniciativa para construirla entre todos. Es una 
base que podremos ir mejorando y corrigiendo. 


En lo que sí claramente hay coincidencia, como la hay en los actores productivos, es en la necesidad del tema. Ya veremos qué 
incluimos. 


Voy a ser muy respetuoso de la hora 12 y 15, por lo que voy a tocar muy rápidamente por lo menos algunos de los puntos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero que de las consideraciones primarias que se van haciendo el señor Senador Long y su equipo 
preparen un memo con las diferentes inquietudes, sin atraparle la palabra a nadie, porque inclusive yo después, sobre las 
empresas públicas, cambie de opinión. 


SEÑOR LONG.- Yo tomé nota lo mejor posible de los planteos, pero esperaremos contar con la versión. 


Trabajamos en esto con un equipo a cuyo frente está el doctor Eugenio Xavier de Mello, Catedrático de Derecho Comercial, que es 
muy reputado y que ha actuado en lo que tiene que ver con el comercio exterior. Es un buen equipo, pero supongo que los señores 
Senadores también cuentan con sus técnicos y con gente conocedora que puede aportar ideas. 


El tema del tamaño de las empresas, efectivamente, no lo incluimos y es una muy buena observación del señor Senador. Lo que 
sucede es que en el Uruguay son muy pocas las empresas realmente grandes. Habría que ver si vale la pena fijar un límite. 
También surgió de la iniciativa de los otros señores Senadores que a veces la presencia de una empresa grande puede ser un 
factor positivo. Ahí habría otra concatenación: si hay alguna empresa grande o más grande en términos relativos para el país, ¿se 
mantienen o no los beneficios que pueda haber fuera del tema legal? Evidentemente, ahí hay un tema de discusión. La idea original 
fue que en el Uruguay no valía la pena limitarlo, porque las que van a quedar afuera van a ser muy pocas. Quizá conviene limitarlo 
también. 


Sinceramente, estamos pensando en empresas domiciliadas o constituidas en el Uruguay, como decía el señor Senador Saravia; 
pero ahora se ha introducido la duda de hasta qué punto puede haber casos -tal vez no demasiados- como el que citó el señor 
Senador Michelini de una empresa dueña del mercado. Hoy día todos sabemos que el que es dueño del negocio es dueño del 
mercado. Eso es casi lineal. 


Que alguna quisiera formar asociación con empresas uruguayas aunque sean más pequeñas, es un tema a plantear. 
Honestamente, la idea original estaba pensada para empresas radicadas en el Uruguay, aunque pueden ser de origen extranjero 
pero radicadas en nuestro país. 


Ahora bien; en cuanto a cómo se costean esas actividades de promoción y todas las que se citan en la Exposición de Motivos, no 
quisimos ser demasiado ambiciosos como para que el proyecto después se frene al querer dar muchos apoyos y beneficios. 
Partimos de la base de la realidad de nuestro país. Se pusieron algunos estímulos y luego se faculta al Poder Ejecutivo, aunque se 
le puso un plazo de sesenta días, que la verdad es bastante perentorio. 


En el proyecto aparece una larga lista de beneficios, muchos de los cuales son privilegios o aportes en metal. O sea que el alcance 
fue muy restrictivo al considerar qué posibilidad tiene el Poder Ejecutivo. Por eso no se entró más en el detalle, pero si nos 
sentimos con energía y hay un buen ambiente en esa dirección, podemos avanzar, aunque sea un poquito más sin ponernos 
demasiado ambiciosos de modo de que se transforme en un freno. 


En el tema de la cultura asociativa, coincido totalmente con la señora Senadora Dalmás. Aquí hay un rol del Gobierno y de las 
asociaciones empresariales de estimular; lo que sucede es que muchas veces se nos dice, a propósito de las asociaciones 
empresariales, por ejemplo, que no se pueden formalizar; que se reúnen, se constituyen aun utilizando el nombre "consorcio", pero 
después eso no existe desde el punto de vista jurídico. Entonces, eso se transforma en un grupo de amigos en el que uno se va, el 
otro viene, y eso no perdura en el tiempo. Además, se corre el riesgo de perderse. En este sentido, tuve muchas experiencias. En 
el caso de los queseros artesanales, el LATU constituyó el "Grupo de los Treinta" que llegó a elaborar productos extraordinarios, de 
los cuales unos cuantos se están exportando. Y voy a contar una anécdota al respecto. Al comenzar con la actividad, tuvimos una 
primera reunión del grupo de queseros artesanales en una Junta Local. Cuando termina dicha reunión, como es obvio, todos 
estaban entusiasmados por hacer esto y lo otro, todo en conjunto. Entonces, se paran y se van, y en ese momento entra un 
segundo grupo de queseros, a quienes manifesté que acabábamos de tener la reunión con los queseros artesanales. Pero me 
dijeron que con ellos nos querían saber nada. Entonces, de entrada ya arrancamos con dos grupos. Creo que tendría que haber un 
cambio de mentalidad. 


Finalmente, quiero decir que entre las muchas cosas que hay se destacan varios aportes. Pienso que ya en esta primera reunión 
hay buena materia prima. No me extendería porque habría para mucho más. Simplemente destaco que coincido en el tema de la 
marca; tal vez sea uno de los activos más importantes y más difíciles de administrar. De hecho, logramos la marca "Delicias 
Criollas" para el caso de las mujeres rurales, que se ha transformado en una marca importante. O sea que existe un tema de 
propiedad y de manejo tremendo, y tiene mucha razón el señor Senador en cuanto a que habría que comenzar a regularlo de 
alguna forma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Porque después la mayoría se la apropia y sólo le compra a cinco empresas y no a las otras tres. 


SEÑOR LONG.- Ahí hay un tema delicado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Y las otras tres para salir, le dicen "bueno, pagame algo por mis acciones o mi participación y entonces me 
voy". Quizás una forma de defender es decir que por equis años, si uno construye una marca, aunque después no tenga el 
beneficio. .... Estoy pensando en voz alta; puede haber otros caminos. 


SEÑOR LONG..- Habría que pensarlo. 
Muchas gracias. Han sido muy amables. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


Linea del vie de náaina 
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